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EL JUICIO REIVINDICATORIO!

Juan L a r r e a  H o lg u ín 2

El Código de Procedimiento Civil dedica secciones especiales para 
diversos juicios de singular importancia, como los de partición, los poseso­
rios, los relativos a servidumbres, a la expropiación, a las pruebas del estado 
civil, etc., pero no contiene ninguna disposición que se refiera específica­
mente a la reivindicación. Resulta evidente que esta acción judicial debe tra­
mitarse según las reglas del juicio ordinario.

La frecuencia con que se plantean esta clase de litigios es tal que se 
puede hablar de un “juicio de reivindicación”, teniendo en cuenta que la 
abundante jurisprudencia ha configurado algunas características que preten­
do resumir a continuación. Expondré lo relativo a la demanda, las excepcio­
nes, la reconvención, las pruebas, algunos casos especiales y la ejecución de 
la sentencia.

Como en estas litis se discute sobre la propiedad, lo primero que apa­
rece con evidencia es que se debe determinar claramente el objeto al que se 
refiere la demanda cuyo dominio reclama el actor contra un demandado que 
está en posesión de esa cosa. Si no se especifica e individualiza suficiente­
mente la cosa reclamada, el juez debe rechazar la demanda. Antes de dar trá­
mite al asunto, el juzgador puede ordenar que se determine mejor, que se 
aclare la demanda.
1. Artículo publicado en homenaje postumo al cumplirse cinco años del fallecimiento de 

Monseñor Juan Larrea Holguín, excelso jurista.
2. (1927 -  2006) Fundador Corporación de Estudios y Publicaciones. Vicepresidente del 

Tribunal Supremo Electoral, Asesor de la Presidencia de la República, Asesor de la Corte 
Suprema de Justicia. Fue miembro de las Academias de la Lengua, de Historia, de Historia 
Eclesiástica, de la Junta Consultiva de Relaciones Exteriores. Catedrático de las 
Universidades Católica y Central de Quito, de la Católica de Santiago de Guayaquil, del 
Instituto de Altos Estudios Nacionales, de la Academia de Diplomacia. Recibió las distin­
ciones de Doctor “Honoris Causa” de la Universidad Católica de Guayaquil, el Premio 
Tobar del Municipio de Quito y el Premio Nacional Eugenio Espejo. Fue el primer Vicario 
Castrense de las Fuerzas Armadas, Obispo Auxiliar de Quito, Obispo de Ibarra, donde 
íiinda el seminario Nuestra Señora de la Esperanza; Arzobispo de Guayaquil.



630 Juan Larrea Holguin

La duda sobre la identidad del objeto puede surgir posteriormente, esto 
es, cuando el demandado pretenda -y tal vez, demuestre- que lo que él posee 
es una cosa distinta de la demandada, total o parcialmente. Entonces, tampo­
co tendrá éxito la demanda, que será rechazada por el juez en la sentencia. 
Muchísimos fallos de las diversas Salas de la Corte Suprema coinciden en 
esta invariable conducta de rechazar la acción cuando no ha logrado demos­
trar el actor que lo que reclama es lo mismo que posee el demandado3.

Si no se allana el demandado, puede contestar con la negativa simple y 
pura de todo lo afirmado en la demanda, con lo cual la carga de la prueba 
recae íntegramente en el actor. Lo más frecuente es, sin embargo, que el 
demandado oponga excepciones dilatorias y perentorias, que, si entrañan 
hechos positivos, tendrá que demostrar él, salvo que se presuman o que sean 
aceptados también por el actor.

Entre las excepciones perentorias, varias veces se ha planteado la de 
litis pendencia, pero no siempre con acierto. Efectivamente, no puede alegar 
el demandado que se está tramitando otro juicio igual, si la otra controversia 
se refiere a la posesión. Ciertamente el propietario está reclamando que se le 
devuelva la posesión de lo que es suyo, pero su pretensión se basa en la pro­
piedad y ante todo la acción resguarda la propiedad misma, de modo que no 
se admite tal excepción en estas circunstancias4.

Entre las excepciones perentorias resultan muy frecuentes estas tres: 
negativa de que el reclamante sea dueño o tenga derecho de reivindicar; 
negativa de que el demandado sea poseedor; falta de determinación o identi­
ficación de la cosa reclamada.

Evidentemente, de las tres mencionadas excepciones, la primera suele 
ser la más grave, la de fondo, y sobre este asunto se centran la mayor parte 
de las sentencias así como en el análisis de las pruebas sobre la propiedad.

3. La falta de claridad en la demanda puede también referirse al derecho mismo que se recla­
ma éste debe ser el de propiedad u otro derecho real (menos el de herencia), y no puede 
contundirse la reivindicación con una acción posesoria, en la que se reclama precisamen­
te la posesión y no la propiedad, así resolvió la Primera Sala enjuicio 359 Robinson-Casco 
de 16 de diciembre de 1981. En cuanto a la falta de determinación de la cosa, ya se cita­
ron antes varias sentencias y hay muchísimas más, como simple ejemplo, véase una de la 
Tercera Sala Guamán-Ullaguari, de 30 de julio de 1992.

4. En el sentido indicado, Sentencia de la 4a Sala, juicio 240 Ruiz-Ganciano, de 22 de junio 
de 1982; de la 5a Sala, juicio Guerrón Asencio, sentencia de 26 de abril de 1989.
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De esto se dirá algo, más adelante.

Respecto de la negación de ser poseedor, hay múltiples actitudes en los 
demandados: algunos niegan rotundamente esa calidad, sin más explicacio­
nes; otros, pretenden estar solamente en tenencia de la cosa, en virtud de un 
contrato con el mismo demandante o con otra persona; hay quienes, cum­
pliendo el mandato legal, señalan en nombre de quien tiene la cosa; final­
mente, otros aceptan ser poseedores y, frecuentemente, sostienen que les 
asiste derecho para poseer, o aun, sustentan su posesión en la pretensión de 
ser propietarios. Se dan casos de contradicción -con bastante frecuencia-, 
pues, el demandado que niega ser poseedor no puede al mismo tiempo recla­
mar indemnizaciones por mejoras introducidas en la cosa, las cuales se reco­
nocen por el derecho a favor del poseedor5.

Además de contestar con sus excepciones, el demandado puede recon­
venir, es decir, contrademandar al actor, reclamando la propiedad. La recon­
vención, resulta una verdadera acción declarativa de dominio. Lógicamente, 
el actor tiene que contestar a la reconvención y podrá entonces, oponer a su 
vez, sus propias excepciones. La sentencia debe resolver conjuntamente 
sobre la acción y la reconvención, considerando las excepciones de las dos 
partes litigantes y las pruebas de una y otra. Se han producido algunos casos 
de nulidad de lo actuado en juicio, por no haberse dado oportunidad al actor 
para presentar sus excepciones a la contrademanda, y también casos de nuli­
dad de la sentencia, por no haber resuelto el juez sobre la reconvención6.

Bien planteada la reconvención, permite una amplia discusión sobre el 
asunto fundamental de saber quién es el verdadero propietario. Pero el que 
reconviene ha de tener cuidado de no incurrir en contradicciones o en propo­
ner excepciones incompatibles con la reconvención, así, es absurdo que un 
demandado sostenga, por una parte, que no es poseedor, y por otra, que pre­
tenda haber adquirido la propiedad por prescripción adquisitiva, lo que supo­
ne el ser poseedor.

Tampoco se admite que a pretexto de reconvención, el demandado pre­
tenda que el juez declare en la sentencia, que el título de propiedad del actor 
sea nulo, o que el demandante no tenga la calidad de heredero de quien fue

5. Ejemplo de contradicción en el demandado, en el juicio Iza-Capus, sentencia de la la  Sala 
de 10 de junio de 1985.

6. Cfr. Juicio 49 de la 2a Sala, Auto de 10 de marzo de 1972.
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propietario, u otro asunto que constituye una cuestión previa y distinta del 
juicio de reivindicación7.

Lo más decisivo en los juicios de reivindicación consiste en la prueba 
tanto del dominio como de la posesión (lo que entraña también el problema 
de la identidad de la cosa, que debe ser la misma poseída por uno y de pro­
piedad de otro). Sobre las pruebas en juicios reivindicatoríos, contamos con 
abundantísima j urisprudencia®.

La prueba de la propiedad de los muebles puede consistir en declara­
ciones de testigos, documentos públicos o privados, como facturas comercia­
les, recibos, inventarios, marcas, sellos puestos en las cosas (incluso marcas 
tatuadas en el ganado), etc. No se excluye la posibilidad de la confesión judi­
cial como prueba de la propiedad de estos bienes, y también caben presun­
ciones judiciales, por ejemplo, por la comparación con otras cosas del mismo 
dueño con las cuales lo reivindicado forma un “juego” o conjunto. Para este 
efecto, suele tener importancia decisiva la inspección judicial, eventualmen­
te con la intervención de peritos o procediendo a escuchar testimonios opor­
tunos, con vista de lugares y cosas discutidos.

Si el bien reivindicado se ha adquirido por un modo originario, no tras­
lativo del dominio, como la ocupación de cosas sin dueño o la accesión, 
caben también la prueba de testigos, los documentos privados, la observa­
ción actual de la cosa en la inspección judicial y ciertas presunciones. Puede 
verse un interesante caso de reivindicación de un terreno adquirido por alu­
vión, en el cual lo determinante de la sentencia dependió de la inspección 
judicial del sitio9.

Las pruebas del dominio adquirido por sucesión por causa de muerte, 
consisten generalmente en testamentos y codicilos y, para las sucesiones 
intestadas, las ¡partidas de nacimiento y de matrimonio, que demuestran la 
relación con el causante. Desde luego, se ha de probar el fallecimiento del de 
cuius, normalmente por la partida de defunción. Pero no se plantea en estos

7. Así se resolvió en Sentencia de la 5a Sala de 2 de febrero de 1973, en sentencia de la 4a
Sala, juicio 141, Valle-León, de 12 de mayo de 1976, y  en varios otros similares.

8. En mi Repertorio de Jurisprudencia, en los 37 volúmenes publicados entre 1977 y 1995,
se encuentran más de cuatrocientos resúmenes de sentencias sobre reivindicación, y en 
prácticamente todas ellas, el análisis de las pruebas del dominio y la posesión, ocupan un 
lugar destacado.

9. Sentencia de la 3a Sala en Juicio Pérez-Espinoza, de 29 de enero de 1990.



El juicio reinvidicatorio 633

juicios el derecho de herencia, que, si se discute, tendrá que ser resuelto en 
otro juicio que verse sobre ello.

La gran mayoría de los juicios reivindicatoríos se refieren a inmuebles, 
edificados o no, tanto urbanos como rurales. En la generalidad de los casos, 
estos bienes raíces se han adquirido por compraventa y la consiguiente tradi­
ción de la cosa, es decir, por escritura pública y su inscripción en el Registro 
de la Propiedad. El título más frecuente es, pues, el de compraventa y se 
materializa -título cartulario-, en la escritura inscrita.

Pero no hay que sacar la consecuencia de que siempre sea necesario 
tener un título de este género. Ya hemos mencionado los casos de ocupación 
y accesión, en los que no se da ningún título escrito; tampoco los hay, muchas 
veces, en las sucesiones intestadas; y aun hay otros casos, aunque más raros, 
como los de propiedades imnuebles adquiridas anteriormente al estable­
cimiento del Registro de la Propiedad y que por lo mismo no tienen por qué 
estar inscritas: hay propiedades asignadas en la fundación de las ciudades en 
la época colonial, o concedidas por el Estado, de su patrimonio de tierras bal­
días, con anterioridad al Código Civil y al sistema de registro: esas propieda­
des tienen verdadero título, que puede ser el de donación, pero no “título car­
tulario”, ni “título inscrito”. Naturalmente, este caso se da casi exclusivamen­
te con relación a personas jurídicas, ya que, tratándose de personas naturales, 
por lo menos se habrán producido una o más sucesiones por causa de muerte, 
después de la primera adquisición por concesión del Estado10.

Parecidas reflexiones hay que hacer a propósito de la prueba de la pro­
piedad del Estado, cuando ésta se refiere a la que le corresponde por Ley. El 
Estado es dueño de las tierras que no tienen otro propietario, pero no se 
podría presentar una verdadera y completa prueba de este hecho negativo: 
que no hay otro propietario; es más bien el mismo Estado el que delimita las 
áreas que se consideran baldías, y si alguien pretende tener dominio sobre 
ellas, tendría la carga de la prueba. Naturalmente, esto se aplica sólo a los 
inmuebles adquiridos por Ley, y no a los que haya recibido el Estado de otra 
manera, como por donaciones, herencias, dación en pago de impuestos, com­
pras, etc. En todos estos otros casos, el Estado tendrá la carga de la prueba, 
respecto de su pretendida propiedad, de la misma manera que cualquier par­
ticular ciudadano.

10. Sobre este asunto me remito a mi libro: Derecho Eclesiástico, en el que se desarrolla 
ampliamente el tema Ibarra, 1983, pp. 171-183.
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En todas las circunstancias anteriormente mencionadas, y en otras más, 
la prueba de testigos será muy útil para la perfecta determinación de la cosa, 
su situación y linderos, así como para establecer el estado en que se encuen­
tra la cosa o en que se encontraba antes de la posesión por parte del posee­
dor contra el que se la reivindica. Pero los testigos, de ninguna manera pue­
den suplir o reemplazar a la prueba por medio de los correspondientes títu­
los que constituyen solemnidad esencial para la adquisición de inmuebles: 
escritura pública inscrita en el Registro de la Propiedad.

Ahora bien, se produce diversas situaciones con relación a la prueba 
mediante títulos cartularios. Esquemáticamente, podemos plantear las 
siguientes: a) Ninguno de los litigantes, ni actor ni demandado, presentan 
títulos (en debida forma, escrituras inscritas y no declaradas nulas); b) 
Solamente el actor presenta título satisfactorio; c) Solamente el demandado 
tiene un título aceptable; d) Ambas partes tienen títulos, contrapuestos.

No hay mayor problema en los casos b) y c), ya que el juez dará la 
razón a aquella parte que es la única que prueba el dominio a su favor, sea 
actor o demandado, con la prueba apropiada y en debida forma, escritura ins­
crita en el Registro de la Propiedad.

En la primera hipótesis (a), el juez habrá de analizar el motivo por el 
cual no existen o no se han presentado los referidos títulos, por ninguna de las 
partes. Si es porque el bien procede de un modo que no requiere título, como 
en los casos de accesión, naturalmente no se puede exigir dicha prueba y ten­
drán que demostrarse los hechos que originan el derecho, por otros medios; 
por peritos, testigos, inspección judicial, presunciones, etc. Según estas otras 
pruebas, el juzgador dará la razón a quien haya demostrado tenerla.

El caso más difícil consiste en que ambas partes tengan títulos formal­
mente equivalentes, (caso d), por ejemplo, tanto el actor como el demanda­
do han comprado la misma finca por medio de escritura pública. Aquí habría, 
en principio que establecer una serie de hipótesis subordinadas: ambas escri­
turas están inscritas, sólo una está inscrita, ninguna está inscrita. Se dará pre­
ferencia a aquella que únicamente esté inscrita, ya que sólo ella es apta para 
transferir el dominio según nuestro sistema. Si ambas están inscritas, eviden­
temente se ha cometido un error en el Registro de la Propiedad, porque no 
cabe que un mismo inmueble pertenezca en su totalidad a dos personas dis­
tintas, y el Registrador debió negarse a realizar la segunda inscripción (salvo
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naturalmente, que se trate de transferencia de un primer propietario al segun­
do), pero esta nulidad de la segunda inscripción debería declararse en el jui­
cio dirigido a ese efecto. En cambio, si ninguna de las dos escrituras está ins­
crita, realmente ninguna de las dos partes puede probar plenamente la pro­
piedad (por la falta de inspección), y, en igualdad de circunstancias, el juez 
tendrá que dar la preferencia a quien posee la cosa, o a quien la posee con 
mejor derecho (si por parte de ambos hay señales de posesión), es decir, que 
el asunto tiene que resolverse con el complemento de otras pruebas que abo­
nen a favor del uno o del otro11.

La sintética explicación anterior debe entenderse con las lógicas modi­
ficaciones que derivan de múltiples situaciones más complejas que las plan­
teadas esquemáticamente. Conviene revisar algunos casos especiales que se 
han presentado ante los tribunales. .

Se ha litigado presentando el actor una escritura de compraventa del 
inmueble que pretende reivindicar, pero no inscrita todavía, verificándose la 
inscripción después de citada la demanda al poseedor. La Corte, rechazó, con 
toda razón, la demanda, porque el reivindicador realmente no era propietario 
al momento en que se trabó la litis, aunque llegara posteriormente a adquirir 
la cosa por la tradición producida por la inscripción tardía en el Registro de 
la Propiedad. Este actor se vería, sin duda en una dificultad, porque, si pre­
tende salvar su dominio tendrá que iniciar nueva acción y corre el riesgo de 
que se presente la excepción de cosa juzgada, ante la que tendrá que demos­
trar que se funda en un hecho nuevo, posterior al primer juicio: la inscripción 
que le confirió el dominio12.

Varios casos se han presentado de reivindicadores que Rindan su dere­
cho en una sentencia judicial previamente inscrita, sea un fallo reconociendo 
la adquisición por prescripción o en juicios entre herederos u otros similares. 
Naturalmente este título inscrito permite al actor triunfar y ver reconocido su 
derecho en el juicio reivindicatorío13.

11. Puig Peña, F. Compendio de Derecho Civil Español, Vol. 2, pp. 115-123, plantea estos 
diversos cosos, según las disposiciones del Derecho español, que difieren un tanto del 
nuestro, aunque coincidimos en el análisis lógico.

12. Sentencia de la la  Sala, juicio Saquipulla-Pastoizaca de 2 de diciembre de 1985.
13. Por ejemplo, Sentencia de la 3a Sala, juicio Velasco-Toapanta, 6 de marzo de 1990.
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En cambio, se ha rechazado al reivindicador que ha pretendido vencer 
al poseedor que tiene título inscrito, sin presentar el actor, a su vez, otro títu­
lo inscrito (que pudo ser una sentencia anterior, que reconociera su dere­
cho)14.

Habiendo vendido una finca una persona hace, posteriormente, testa­
mento y deja esa misma finca a un pariente. El testamento no altera la vali­
dez y eficacia de las escrituras anteriormente inscritas, de modo que no pudo 
el reivindicador, fundar en el testamento su falsa pretensión15.

Una hijuela de partición debidamente inscrita, es título de propiedad 
suficiente, pero 110 se puede admitir una hijuela de partición no realizada por 
escritura ante notario, o por sentencia judicial -ambas inscritas-, sino mera­
mente privada. Si una o más partes no tienen la libre disposición de sus bien­
es, la partición debe ser necesariamente judicial, y sin ese requisito la parti­
ción será ineficaz para conceder el dominio a cada copartícipe, sobre su res­
pectiva cosa, y no podrían reivindicar con un título imperfecto16.

En una sentencia se analiza el caso de que ambos litigantes han presen­
tado títulos inscritos, y declara que debe darse preferencia al primeramente 
inscrito en el Registro de la Propiedad del respectivo cantón a que pertenece 
el inmueble. Tratándose de una partición, aclara, cada asignatario debe obte­
ner la inscripción de lo suyo en el respectivo cantón, si están en varios can­
tones los bienes hereditarios. La sentencia no reconoce validez al título pos­
teriormente inscrito, sino al primero17.

Similar al caso anterior, es el de dos ventas sucesivas del mismo bien, 
realizadas por la misma persona, es decir, que después de haber vendido a 
una persona, vuelve a vender a otra. Naturalmente, no puede enajenar lo que 
ya dejó de ser suyo, y por tanto, si la primera venta se perfeccionó por la ins­
cripción en el Registro, la segunda no tiene ningún valor18.

14. Sentencia de la 2a Sala, juicio Salcedo-Pilacuan de 22 de febrero de 1983.
15. Sentencia de la 2a Sala, juicio Riofrío-Villavicencio, 23 de octubre de 1986.
16. Por ejemplo, juicio 293, sentencia de la 2 a Sala de 20 de diciembre de 1971. Otra, de la 

5a Sala, juicio Delgado-Herederos de Chévez, 16 de abril de 1990.
17. Sentencia de la la  Sala enjuicio Ortiz-Salesiana, 19 de enero de 1979.
18. Sentencia de la la  Sala, juicio 438, Regalado-Ruiz, de 19 de setiembre de 1985.



El juicio reinvidicatorio 637

El reivindicador debe guardar coherencia entre lo que demanda y lo 
que trata de probar. No se da esta coherencia, si el que pretende ser propie­
tario aduce en la demanda que compró el bien, y luego aspira a demostrar su 
derecho mediante una escritura inscrita de donación, recibida de persona dis­
tinta del vendedor19.

La falta de título cartulario, cuando debe haberlo, no puede ser suplida 
por ninguna otra prueba, así lo ha declarado varias veces la Corte Suprema20. 
Equivale a la falta de título, que el presentado sea defectuoso, por carecer de 
las solemnidades exigidas para que tenga valor. Desde luego, 110 sirve una 
copia simple, no autorizada por la firma del Notario, ni puede suplirse esta 
deficiencia con declaraciones de testigos21. Tampoco se puede fundar el 
derecho de propiedad en escrituras que no contienen el título de adquisición, 
sino otras determinaciones o contratos, como un acta transaccional por la 
cual se esclarecen los linderos de dos predios22.

Desde luego, no se prueba el dominio por medio de una escritura de 
promesa de venta, aunque a esta pretendida prueba se agregue la confesión 
del vendedor en el sentido de que realmente vendió el inmueble y recibió el 
precio y entregó la posesión al comprador. Mucho menos, valdrá tal prueba, 
si la promesa de compraventa ni siquiera se hizo por escritura pública. 
Desgraciadamente, estos casos son muy frecuentes, por la ignorancia del 
derecho y muchas personas resultan perjudicadas23.

Con relación a la falta de título, es necesario insistir en que el Estado o 
las entidades públicas, como los Municipios, 110 tienen que presentar títulos 
si se trata de bienes que 110 tienen otro propietario y por esto pertenecen por 
ley a la Nación; pero tampoco tienen que presentar título si se trata de bien­
es destinados al uso público, puesto que entonces es también evidente que se 
trata de bienes públicos, salvo que se demuestre lo contrario, es decir, salvo 
que otra persona asuma la carga de la prueba respecto de que 110 son del

19. Sentencia de la 4a Sala, juicio Lasso-Lozada, de 31 de octubre de 1975.
20. Sentencia de la Ia Sala, juicio Gorozábal-García, 11 de noviembre de 1985. De la 3* Sala, 

juicio 166 Capa-Capa, sentencia de 15 de junio de 1984; otra de la misma Sala. Anangona- 
Otuña, de 14 de mayo de 1992. De la 5* Sala, Ramírez-Guerrero, de 23 de febrero de 1977.

21. Sentencia de la 5a Sala, juicio 459 Palacios-Molina, de 22 de abril de 1992.
22. Sentencia de la Ia Sala, Galán-Lema, de 1984.
23. Sentencia de la 3a Sala, juicio 170 Tóala-Rodríguez de 20 de mayo de 1983; de la misma 

Sala, Cordero-Revelo, 13 de mayo de 1986. De la 5a Sala, Falconí- Vinueza de 20 de marzo 
de 1989.
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Estado. La prueba de que se trata de bienes de uso público, puede consistir 
perfectamente en testimonios24.

Presentado en el juicio reivindicatorío un título apropiado, en debida 
forma y carente de defectos que lo harían incapaz de probar, hay que admi­
tirlo como válido. Si la otra parte sostiene que es nulo, tendrá que demostrar­
lo y obtener sentencia que así lo declare. Ésta declaración de la nulidad de 
una escritura pública, según varias sentencias de la Corte Suprema, debe 
obtenerse en juicio separado, previamente al de reivindicación25.

Mucho menos, no cabe discutir en un juicio de reivindicación la nuli­
dad de un acto jurídico reconocido previamente como válido por sentencia 
judicial y que ha dado origen a un título que se presenta en debida forma. Así, 
en juicio el demandado impugnó inútilmente la validez de una escritura de 
venta de inmueble realizada por mujer casada, con autorización judicial 
constante en sentencia. Si la sentencia de autorización fue nula, debió impug­
narse oportunamente y en otro juicio26.

La sucesión por causa de muerte es un modo de adquirir el dominio a 
título de heredero o de legatario. El título cartulario más frecuente consiste 
en un testamento, que es o se convierte en escritura pública (si inicialmente 
no lo ha sido), mediante las solemnidades de la apertura de la sucesión y del 
mismo testamento, en caso de ser cenado. Si la sucesión es intestada, los 
herederos probarán su condición de tales con las partidas de registro civil que 
demuestren el matrimonio o el parentesco con el causante, dentro de los gra­
dos que la ley determina. Luego, suele procederse a la obtención de la sen­
tencia de posesión efectiva de los bienes del fallecido, por parte de uno o más 
herederos y a la partición que también constará en escritura pública inscrita, 
si hay inmuebles, o en sentencia de partición que se protocoliza e inscribe. 
De suerte que todo el proceso de transferencia de bienes a poder de los suce­
sores, debe documentarse en la forma solemne, prescrita por la ley, lo cual da 
origen a los títulos escritos que servirán eventualmente a la reivindicación de 
uno o más bienes o de una parte de ellos.

24. Sentencia de la 4a Sala, juicio 135 Lovato-Municipio de Quito, 10 de mayo de 1983.
25. Sentencia de la 3“ Sala, juicio Zarate-Aguilera de 6 de junio de 1985. De la 5a Sala, juicios 

No 114 Dilorenzo-Palma, 25 de septiembre de 1989; Romo-Cajamarca, de 9 de marzo de 
1990; Mayacela-Paz, 16 de febrero de 1990; Cevallos-Vinces de 27 de agosto de 1990.

26. Sentencia de la 4a Sala, Mejía-Saeteros, 12 de marzo de 1990.
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También en esta materia, se producen irregularidades, sobre todo por 
las particiones no solemnes y las asignaciones concretas de ciertos bienes a 
los herederos que, por concepto de su respectiva cuota, comienzan de hecho 
a tener objetos determinados. A veces, éstos los enajenan y terceras personas 
entran en posesión de ellos y llegan a adquirirlos por prescripción adquisiti­
va ordinaria, en virtud de su justo título.

La jurisprudencia ha reafirmado que, también en estos casos, se requie­
re demostrar el dominio mediante títulos inscritos, siempre que se trata de 
inmuebles. Quienes, sin la debida partición pretenden poseer una parte o un 
bien determinado, ejercitan la posesión en su propio nombre y en nombre de 
los coherederos, de modo que no pueden alegar prescripción adquisitiva con­
tra ellos, ni tampoco ellos pueden reivindicar contra este tenedor, lo que pue­
den pedir es la partición y el reconocimiento y asignación de su respectiva 
parte. Sin embargo, se suele considerar poseedores de buena fe a los que 
detienen una cosa en virtud de esas particiones irregulares, debiendo demos­
trarse por la parte contraria, la mala fe si es que se pretende imputarla27.

La jurisprudencia ha dejado muy firmemente establecido que el juicio 
de posesión efectiva de los bienes hereditarios no es más que de jurisdicción 
voluntaria, que no tiene por objeto determinar quien sea el propietario de los 
bienes y que su sentencia no constituye ningún título de dominio, aunque 
permite la enajenación de los bienes inmuebles. No se puede, por consiguien­
te, pretender reivindicar una finca fundándose en estas sentencias, ni tampo­
co cabe oponer como excepción al que reivindica, fundado en verdadero títu­
lo de propiedad, el hecho de tener el demandado la posesión efectiva de los 
bienes por sentencia judicial. Esta sentencia sí permitirá probar la pose­
sión28.

En los juicios partitorios pueden resolverse cuestiones relativas a más 
de una sucesión hereditaria, cuando uno de los herederos a su vez ha falleci­
do, dejando herederos. También sucede que se aborden cuestiones no riguro­
samente hereditarias, pero que no pueden separarse de la partición sucesoria, 
como las relativas a los derechos del cónyuge sobreviviente, no a título de 
herencia, sino de porción conyugal o de gananciales. Todos estos derechos

27. Auto de la 4a Sala Salazar-Salazar de 31 de octubre de 1985. 3a Sala, juicio 122, sentencia 
de 28 de junio 1985 Zeas-Chauca.

28. Sentencia de la Ia Sala, juicio 218 Robayo-Tituaña, de 19 de julio de 1974. De la 5a Sala, 
juicio 585, Espinosa-Azanza, de 15 de julio de 1992.
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pueden originar el derecho de propiedad sobre un determinado bien, y la 
correspondiente sentencia de partición y la hijuela -que debe inscribirse, si 
hay inmuebles-, serán los títulos que deban presentarse para la reivindica­
ción o para oponerse a ella2 .̂

Situaciones análogas q las descritas, se producen por las donaciones 
entre vivos. También éstas deben constar en escritura pública inscrita, si se 
refieren a inmuebles, además de que deben llenar otros requisitos como la 
insinuación judicial, si pasan de cierta cuantía, y debe constar la aceptación 
por parte del donatario.

Si faltan estos requisitos el título no será aceptado en un juicio de rei­
vindicación^.

Desde la vigencia de la Ley de Reforma Agraria de 1964, todas las 
reclamaciones jurídicas referentes a tierras rurales, deben realizarse contan­
do con la intervención del Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria 
“IERAC”, hasta la derogación de dicha Ley y su reemplazo por la de 
Desarrollo Agrario, publicada en el Registro Oficial 461 del 14 de junio de 
1994, y a su vez reformada ésta por Decreto Legislativo promulgado el 15 de 
agosto del mismo año; mediante estas dos disposiciones se crea el Instituto 
Nacional de Desarrollo Agrario “INDA” que asimismo, debe intervenir 
como antes lo hacía el IERAC, en los asuntos relacionados con inmuebles 
rústicos.

El IERAC tenía atribuciones para realizar concesiones de tierras baldí­
as a personas que las cultivaran; podía también resolver en forma judicial 
sobre el valor de títulos de propiedad agraria y se tenía que contar con el 
Instituto, en todo juicio tramitado ante los jueces ordinarios, sobre tierras 
rurales.

La jurisprudencia de la Corte Suprema, en asuntos en que debía inter­
venir el IERAC, es abundante, y se puede sintetizar en las siguientes princi­
pales cuestiones:

29. Sentencia de la Ia Sala Mayorga-García, septiembre de 1980,4a Sala, Contreras-Remache, 
de 17 de diciembre de 1979.

30. Sentencia de la 3a Sala, juicio Reha-Brusil, de 18 de enero de 1989.
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Si no se citó al IERAC, en los juicios en los que se debió contar con él, 
se produce la nulidad del juicio, que debe ser declarada por el juez o tribu­
nal, incluso sin petición de parte. Pero no hay nulidad, si el IERAC, una vez 
citado debidamente, no comparece y no interviene de ninguna manera en el 
juicio31.

Produciéndose el caso de que una persona ha demostrado por una serie 
ininterrumpida de traspasos legales de la propiedad, su dominio, que arran­
caba del año 1925; en tanto que el demandado compró por escritura pública 
el mismo terreno al IERAC en 1962, sin que haya probado que el terreno 
vendido por el IERAC hubiera revertido al Estado, se reconoció el derecho 
del primero, reivindicante, y se consideró como poseedor de buena fe al 
demandado, para el efecto de las prestaciones mutuas32.

En cambio, el hecho de que el IERAC haya concedido amparo poseso­
rio a un individuo, no le constituye en propietario y, habiéndose intentado 
acción reivindicatoría contra él, el actor obtuvo el reconocimiento de su dere­
cho, mientras que el amparo posesorio le sirvió para cumplir el segundo 
requisito de la reivindicación, es decir, que el demandado estaba en posesión 
de lo reivindicado33.

Las actas de adjudicación de tierras rurales, conferidas por el IERAC, 
y debidamente protocolizadas e inscritas, se consideran títulos de propiedad 
suficientes para probar el dominio y poder reivindicar34.

Una vez realizada una adjudicación por el IERAC, los sucesivos tras­
pasos de la propiedad, deben realizarse legalmente, mediante títulos inscritos 
en el Registro de la Propiedad, y contando con la autorización del mismo 
IERAC, en los casos en que la ley así lo exige, de modo que la falta de esta 
autorización vicia los títulos traslativos, y así se declara en un juicio reivin­
dicatorío35.

31. Como un ejemplo de numerosísimas resoluciones en este sentido: Juicio 158 Valladares- 
Cañar, Auto de la 4a Sala de 27 de mayo de 1986.

32. Sentencia de la 2a Sala enjuicio No 209, de 11 de septiembre de 1970.
33. 3a Sala, juicio Garcés-Paspuel, sentencia de 27 de marzo de 1990.
34. Sentencia de la 5a Sala enjuicio Quezada-Jadán, de 5 de febrero de 1991. De la 3a Sala, 

Juicio Datán-Mancheno, sentencia del 1 de marzo de 1991.
35. 3a Sala, juicio Duran-Rodas, sentencia de 2 de abril de 1992.
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No se pueden alegar en una reivindicación, resoluciones del IERAC 
que no se demuestre que se refieren al preciso inmueble sobre el que se dis­
cute, o que no hayan sido debidamente inscritas en el Registro de la 
Propiedad36.

Se puede pedir la ejecución —en juicio ejecutivo-, de las resoluciones 
de carácter judicial de última instancia del IERAC, sin que se puedan oponer 
excepciones que no hayan nacido después de la ejecutoria de la sentencia37.

En los juicios reivindicatoríos, como ya hemos dicho, se requiere pro­
bar que el actor es el dueño y que el demandado está en posesión de la cosa 
reivindicada. La segunda de las mencionadas pruebas es necesaria solamen­
te cuando el demandado niega ser el poseedor, puesto que si lo acepta, no hay 
controversia sobre este punto y se hace innecesaria la prueba.

Resulta frecuente que el demandado acepte, desde el primer momento, 
que está en posesión de la cosa, sobre todo cuando pretende incluso haberla 
adquirido por prescripción. Comete un grave error el demandado que contes­
ta la demanda negando “todos” los fundamentos de hecho y de derecho del 
actor, para luego alegar que ha adquirido por prescripción, ya que hay con­
tradicción entre la negativa de ser el poseedor y la pretensión de adquirir por 
prescripción, que se basa, como es evidente, en la posesión38.

Si no existe la aceptación de parte del demandado de ser él quien posee, 
tendrá el actor la carga de la prueba, y podrá demostrar la posesión por medio 
de testigos, y documentos, pero, sobre todo, es importante la inspección judi­
cial que en esta clase de juicios tiene valor sobresaliente. En prácticamente 
todos los numerosísimos juicios de reivindicación, se procede a la inspección 
judicial y en ella, la participación de peritos, para medir, identificar la cosa, 
y aclarar otros aspectos, suele ser prácticamente decisiva, aunque siempre, el 
juez tiene para apreciar el valor de los informes de los peritos. Es evidente 
que la prueba de la posesión lleva implícita la identificación perfecta de la 
cosa reivindicada, de lo cual ya hemos tratado39.

36. 4a Sala, juicio Bravo-Zambrano, sentencia de 29 de agosto de 1980.
37. Ia Sala, juicio 224 Cedeño-Vélez, sentencia de 25 de julio de 1977.
38. Juicio 118 Baca-Municipio de Quito, sentencia de la 2a Sala de 22 de abril de 1975.
39. Cfr. 3a Sala, juicio Ramírez-Hemández, sentencia de 28 de noviembre de 1980, Ia Sala No

202 Zapata-Rodríguez, de julio de 1981. 5a Sala IERAC y otro, sentencia de 19 de febre­
ro de 1990.
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Desde luego, si el demandado ha obtenido una sentencia de amparo de 
la posesión u otra semejante en la que se le declare poseedor, no podrá luego 
oponerse con éxito a la reivindicación, negando ser el poseedor411.

Hay lugar a presunciones sobre el hecho posesorio. Así, cuando el 
demandado ha celebrado un contrato de promesa de compraventa y se le ha 
entregado la cosa, razonablemente se presume que ha entrado en posesión de 
ella. Otro tanto, se puede suponer, cuando una persona ha comprado, por 
escritura pública, un inmueble, y luego no se ha inscrito en el Registro de la 
Propiedad, de modo que no ha recibido la propiedad de la cosa por tradición, 
pero será lo normal que sí haya entrado en posesión41.

La excepción -y , a veces, la reconvención--- por la que el demandado 
alega ser propietario del bien que sé reivindica, suele ser frecuente. Conviene 
recordar que, en el caso de tener el actor un título inscrito, solamente podría 
el demandado alegar la prescripción ordinaria, si tiene él también un título 
inscrito. La prescripción extraordinaria sí surte efecto, aun contra título ins­
crito, bastando que el que pretende adquirir por usucapión demuestre que ha 
estado en posesión material de la cosa, sin violencia ni clandestinidad, y sin 
interrupción de su posesión ni reconocimiento del dominio ajeno, durante 
quince años. Por tanto, en los juicios de reivindicación, quien pretenda valer­
se de la usucapión para reivindicar, deberá obtener previamente sentencia 
que le reconozca la adquisición de la propiedad por prescripción. Y si se pre­
senta la prescripción adquisitiva como excepción, el demandado debe probar 
todos los extremos que se acaban de recordar, pudiendo, a su vez, el actor 
impugnar la excepción o la reconvención, probando o que no ha tenido el 
demandado la posesión por el tiempo y con las cualidades que la ley exige, 
o que en alguna forma ha reconocido el derecho ajeno, o que se ha interrum­
pido la prescripción. Hay abundante jurisprudencia en este sentido42.

40. 5a Sala Salas-Goyes, sentencia de 2 de febrero de 1990.
41. 2a Sala, juicio Torres-Vaca, 9 de mayo de 1986. 3a Sala, juicio 116 Yépez-Arroba, senten­

cia de 21 de marzo de 1983.
42. Como ejemplos, citamos las siguientes: Ia Sala: juicio 264 lza-Capúa, de 10 de junio de 

1985; Ulloa-Aveiga, sentencia 459 de 12 de septiembre de 1986; 2a Sala, Pinto-Barrera, 
sentencia de 25 de octubre de 1983; 3a Sala, Carrillo-Cabezas, juicio 19 sentencia de 5 de 
abril de 1983; juicio 294 Moreno-Municipio de Guayaquil; 17 de octubre de 1983; 3a Sala, 
Álvarez-Chuquimarco, sentencia de 14 de marzo de 1991; 4a Sala, juicio 354 Collaguazo- 
Bautista, sentencia de 28 de octubre de 1981; Sentencia No 20 Tocto-Barrionuevo de 31 
de enero de 1977; 5a Sala, juicio Montiel-Villacrés, sentencia 110 de 23 de octubre de 
1986; juicio 502 Zambrano-Ávila, sentencia de 19 de junio de 1989.
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Obtenida la sentencia que acoge la demanda de reivindicación, el ven­
cedor puede obligar al demandado a que entregue la cosa, una vez cumplido 
el plazo que el juez le haya concedido. Si el perdedor se resistiera, se puede 
pedir la entrega del bien, mediante juicio ejecutivo. En este juicio el deman­
dado no puede oponer excepciones sino las que tengan su origen en hechos 
posteriores a la ejecutoria de la sentencia de reivindicación. No cabe de nin­
guna manera, volver a litigar sobre asuntos ya tratados, o que, en todo caso, 
sean anteriores a la sentencia de reivindicación43.

43. Cfr. Gaceta Judicial Serie XII, No 9, p. 1780.


